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Radicado: 11001-03-15-000-2021-05083-01
Demandante: Juan Carlos Jiménez Jiménez y otros

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

MAGISTRADA PONENTE: ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Bogotá D.C., veintiséis (26) de octubre de dos mil veintiuno (2021)

Referencia: 
ACCIÓN DE TUTELA
Radicación:
11001-03-15-000-2021-05083-01
Demandantes:
JUAN CARLOS JIMÉNEZ JIMÉNEZ Y OTROS 
Demandados:
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CESAR Y OTRO

Temas: 
Tutela contra providencia judicial

AUTO DE NULIDAD SANEABLE

I. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud de amparo

1. Con escrito enviado por correo electrónico el 3 de agosto de 2021
 al buzón web del aplicativo de Tutelas y Habeas Corpus de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial
, los señores Juan Carlos Jiménez Jiménez, Diana Sofía García Dereix, Clidio Evangelista Jiménez González e Iván Darío Jiménez Jiménez, actuando a través de apoderado, ejercieron acción de tutela contra el Tribunal Administrativo del Cesar y el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito Judicial de Valledupar, con el fin de que les sean amparados sus derechos fundamentales al debido proceso, a la “presunción de inocencia” y a la igualdad.
2. Los accionantes consideraron vulneradas las referidas garantías constitucionales, con ocasión de las sentencias proferidas por el Tribunal Administrativo del Cesar y el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito Judicial de Valledupar el 5 de noviembre de 2020 y el 14 de junio de 2019, respectivamente, mediante las cuales se negaron las pretensiones de la demanda que presentaron el señor Juan Carlos Jiménez Jiménez y otros, en ejercicio del medio de control de reparación directa, contra la Rama Judicial, la Fiscalía General de la Nación, la Policía Nacional y el Ministerio de Justicia y del Derecho. 

3. Con base en lo anterior, la parte actora solicitó el amparo de los derechos fundamentales invocados y, en consecuencia, pidió:

“2.2.- En consecuencia, se Declare la nulidad de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Administrativo de Valledupar, confirmada por el TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CESAR, Sala conformada por los Magistrados DORIS PINZÓN AMADO, JOSÉ ANTONIO APONTE OLIVELLA, y OSCAR IVÁN CASTAÑEDA, quienes expidieron la sentencia de fecha cinco (05) de noviembre de 2020 dentro del proceso de REPARACIÓN DIRECTA – PRIVACION (sic) INJUSTA DE LA LIBERTAD con Radicación 20001333100520160048800, por las violaciones a los derechos fundamentales de mis mandantes.

2.3.- Como consecuencia de las declaraciones anteriores, se le debe ordenar al HONORABLE TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CESAR, Sala conformada por los Magistrados DORIS PINZÓN AMADO, JOSÉ ANTONIO APONTE OLIVELLA, y OSCAR IVÁN CASTAÑEDA, que proceda a expedir una nueva Sentencia, acorde con la constitución, la ley, el precedente constitucional, y legal, valorando en conjunto, todas las pruebas aportadas al plenario, sin incurrir en los defectos denunciados a través de este recurso de amparo y sin amenazar, ni mucho menos violar los derechos fundamentales de mis Mandantes.”

1.2. Actuaciones procesales relevantes

4. El Magistrado Ponente de la Subsección B de la Sección Tercera del Consejo de Estado
, a través de auto del 5 de agosto de 2021, admitió la demanda de tutela y dispuso su notificación a la parte actora, así como a los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar y al Juez Quinto Administrativo del Circuito Judicial de Valledupar, como autoridades judiciales accionadas.

5. Igualmente, vinculó en calidad de terceros con interés a la Rama Judicial, a la Fiscalía General de la Nación y a la Policía Nacional. 
6. El Consejo de Estado – Sección Tercera – Subsección B, mediante sentencia del 30 de agosto de 2021, declaró improcedente la acción de tutela al considerar que no se cumplía con el requisito de procedibilidad adjetiva de la inmediatez. 
7. La anterior decisión fue notificada por correo electrónico, enviado el martes 7 de septiembre de 2021 a las 3:15 p.m.
8. El viernes 10 de septiembre de 2021 a las 5:20 p.m.
, la parte actora impugnó el fallo del 30 de agosto de 2021 y solicitó que se revocara esa decisión para, en su lugar, acceder al amparo de sus derechos fundamentales. 

9. El Magistrado Ponente de la Subsección B de la Sección Tercera del Consejo de Estado, mediante auto del 15 de septiembre de 2021, concedió la impugnación.

10. El 1° de octubre de 2021 a las 6:55 p.m., la Secretaría General del Consejo de Estado asignó por reparto a este Despacho el proceso del vocativo de la referencia.

II. CONSIDERACIONES

2.1. Competencia

11. El Consejo de Estado es competente para conocer, en segunda instancia, de la demanda presentada por los señores Juan Carlos Jiménez Jiménez, Diana Sofía García Dereix, Clidio Evangelista Jiménez González e Iván Darío Jiménez Jiménez, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 86 de la Constitución Política, 37 del Decreto Ley 2591 de 1991 y el numeral 5° del artículo 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 333 de 2021.

12. Lo anterior, por cuanto la acción de tutela se dirige, entre otro, contra el Tribunal Administrativo del Cesar y le corresponde al Consejo de Estado conocer de las solicitudes de amparo que se promuevan contra los tribunales administrativos, por ser el superior funcional de estos.
13. Además, por lo dispuesto en el numeral 11 del artículo 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015, que establece que cuando la acción de tutela se ejerza contra más de una autoridad y estas sean de diferente nivel, se le deberá asignar al juez de mayor jerarquía conforme a las reglas de reparto establecidas en ese artículo. 

14. Igualmente, este Despacho como integrante de la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, es competente para proferir esta decisión, en virtud de lo dispuesto en el artículo 35 del Código General del Proceso, aplicable al trámite del vocativo de la referencia por la remisión establecida en el artículo 2.2.3.1.1.3. del Decreto 1069 de 2015.

2.2. Integración del contradictorio en acciones de tutela

15. La Corte Constitucional
 ha señalado que, en el trámite de la acción de amparo, se debe incluir a toda persona natural o jurídica que tenga una relación directa con los hechos alegados por la parte actora. En ese orden de ideas, la relación implica que tal persona o entidad esté participando de algún modo, directo o indirecto, en las circunstancias fácticas que motivaron a un determinado actor a instaurar la respectiva tutela. 

16. Así las cosas, sin la comparecencia de esa persona al proceso, el juez constitucional no puede dictar un pronunciamiento uniforme, pues la posición de quien falta por ser vinculado es inescindible con respecto de quienes sí lo han sido
. En otras palabras, al fallador del caso le podría ocurrir que no pueda tomar una decisión coherente con el asunto puesto a su consideración o que, de tomarla, esta resulte parcial y, por tanto, ineficaz. Además, la determinación podría vulnerar los derechos de defensa, contradicción y debido proceso de quien tenía que haber sido vinculado como parte o tercero.

17. Respecto de esta situación vale la pena resaltar que una de las garantías esenciales del proceso judicial es el derecho a ser oído dentro de un plazo razonable por un juez competente e imparcial, como lo señala la Convención Americana sobre Derechos Humanos el artículo 8° sobre garantías judiciales, el cual debe interpretarse en consonancia con el artículo 25, que consagra el derecho de toda persona a un recurso sencillo y rápido para la protección de derechos.

18. En efecto, tales derechos se encuentran en riesgo cuando, frente a una controversia judicial, no se vincula a todos los interesados en un asunto determinado, en tanto pueden adoptarse decisiones con efectos respecto de quienes no fueron llamados al escenario jurisdiccional y no tuvieron la oportunidad de ejercer la defensa correspondiente. 

19. A su vez, el ejercicio de la defensa constituye, por excelencia, una de las formas en las que se materializa el derecho fundamental al debido proceso, consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política.  

20. En tal sentido, el Consejo de Estado en múltiples oportunidades ha resaltado la importancia de la debida conformación del contradictorio, como una condición necesaria para que se dicte la sentencia de fondo correspondiente, pues de advertirse que las personas afectadas con la controversia judicial no fueron vinculadas al trámite jurisdiccional, deben adelantarse las gestiones pertinentes para garantizar el derecho a la defensa, pues solo así resultaría válida la decisión que le ponga fin al proceso
.

2.3. Caso en concreto

21. Encontrándose el expediente al despacho para proferir sentencia de segunda instancia que en derecho corresponda, se advierte que el Magistrado Ponente de la Subsección B de la Sección Tercera del Consejo de Estado, al momento de dictar el auto admisorio del 5 de agosto de 2021, omitió vincular como terceros con interés a los señores Juan Esteban Jiménez García, Gloria María del Socorro Jiménez Sánchez, Claribel Jiménez Jiménez, Raúl Eduardo Jiménez Jiménez, Emerson Jiménez Arrieta, Marta Yolima Jiménez Arrieta y Valentina Ortiz Jiménez, que junto con los accionantes conformaron el extremo demandante en el medio de control de reparación directa y al Ministerio de Justicia y del Derecho que fue una de las entidades demandadas en el proceso ordinario. 

22. Este Despacho, reconoce la importancia de vincular como terceros con interés a las partes e intervinientes de los procesos en los que se hubieren proferido las providencias judiciales que se controvierten a través de la acción de tutela. Lo anterior, por cuanto pueden resultar afectadas con la decisión que se adopte en el trámite de una solicitud de amparo.

25. En ese orden de ideas, en aras de garantizar el derecho de contradicción y defensa de los señores Juan Esteban Jiménez García, Gloria María del Socorro Jiménez Sánchez, Claribel Jiménez Jiménez, Raúl Eduardo Jiménez Jiménez, Emerson Jiménez Arrieta, Marta Yolima Jiménez Arrieta y Valentina Ortiz Jiménez, y del Ministerio de Justicia y del Derecho, este Despacho advierte que es necesario vincularlos al trámite constitucional del vocativo de la referencia, toda vez que el proceso está viciado de una nulidad de carácter saneable que debe alegar o sanear el directo interesado (art. 133-8, Código General del Proceso).

Así las cosas, este Despacho, en uso de sus facultades constitucionales y legales, 

III. RESUELVE

PRIMERO: En aplicación de los artículos 136 y 137 del Código General del Proceso, ORDENAR que por intermedio de la Secretaría General, se ponga en conocimiento de los señores Juan Esteban Jiménez García, Gloria María del Socorro Jiménez Sánchez, Claribel Jiménez Jiménez, Raúl Eduardo Jiménez Jiménez, Emerson Jiménez Arrieta, Marta Yolima Jiménez Arrieta y Valentina Ortiz Jiménez, y del Ministerio de Justicia y del Derecho, la nulidad saneable que se presenta en el proceso de la referencia para que, dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación de esta providencia: (a) aleguen la nulidad si a bien lo tienen; (b) se pronuncien sobre la solicitud de amparo sin alegar la nulidad; o, (c) guarden silencio. En estos dos últimos eventos, aquella se entenderá saneada. 

SEGUNDO: REMITIRLE a los señores Juan Esteban Jiménez García, Gloria María del Socorro Jiménez Sánchez, Claribel Jiménez Jiménez, Raúl Eduardo Jiménez Jiménez, Emerson Jiménez Arrieta, Marta Yolima Jiménez Arrieta y Valentina Ortiz Jiménez, y al Ministerio de Justicia y del Derecho copia digital, íntegra, de la demanda de tutela, del auto admisorio, de la sentencia de primera instancia proferida por el Consejo de Estado – Sección Tercera – Subsección B el 30 de agosto de 2021, del escrito de impugnación que presentó la parte actora y de esta providencia, con el fin de que tengan conocimiento de los referidos documentos y puedan intervenir en el trámite constitucional de la referencia.

TERCERO: ADVERTIR a los señores Juan Esteban Jiménez García, Gloria María del Socorro Jiménez Sánchez, Claribel Jiménez Jiménez, Raúl Eduardo Jiménez Jiménez, Emerson Jiménez Arrieta, Marta Yolima Jiménez Arrieta y Valentina Ortiz Jiménez que, de intervenir a través de abogado en el presente trámite constitucional, deberán allegar los respectivos poderes especiales. 

CUARTO: OFICIAR al abogado Luis Eduardo Avendaño Gamarra para que, dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes a la notificación de esta providencia, le indique a la Secretaría General del Consejo de Estado las direcciones de notificaciones, electrónicas o físicas, de los señores Juan Esteban Jiménez García, Gloria María del Socorro Jiménez Sánchez, Claribel Jiménez Jiménez, Raúl Eduardo Jiménez Jiménez, Emerson Jiménez Arrieta, Marta Yolima Jiménez Arrieta y Valentina Ortiz Jiménez, comoquiera que fungió como su apoderado en el medio de control de reparación directa en el que se profirieron las providencias judiciales cuestionadas y que se identifica con el radicado N° 20001-33-33-005-2016-00488-01.

ADVERTIR al abogado Luis Eduardo Avendaño Gamarra que, de no cumplir con el requerimiento hecho, se utilizarán por este despacho las potestades correccionales que le confiere el artículo 44 de la Ley 1564 de 2012.
QUINTO: OFICIAR a las Secretarías Generales del Consejo de Estado y del Tribunal Administrativo del Cesar, para que publiquen en sus respectivas páginas web copia digital, íntegra, de la demanda de tutela, del auto admisorio, de la sentencia de primera instancia proferida por el Consejo de Estado – Sección Tercera – Subsección B el 30 de agosto de 2021, del escrito de impugnación que presentó la parte actora y de esta providencia, con el fin de que cualquier persona que tenga interés conozca de los referidos documentos y pueda intervenir en el trámite constitucional del vocativo de la referencia. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Magistrada
� Folio 1 del expediente digital de tutela.


� La acción de tutela fue enviada al buzón web � HYPERLINK "mailto:tutelaenlinea@deaj.ramajudicial.gov.co" �tutelaenlinea@deaj.ramajudicial.gov.co� 


� El proceso fue repartido al Magistrado Martin Bermúdez Muñoz.


� Se pone de presente que, de conformidad con el artículo 8° del Decreto Legislativo 806 del 4 de junio de 2020 la notificación personal “(…) se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación”. Por lo tanto, los dos días de que trata la referida norma transcurrieron entre el miércoles 8 y el jueves 9 de septiembre de 2021, de manera que los tres días para impugnar que otorga el artículo 31 del Decreto Ley 2591 de 1991 comenzaron a contar a partir del viernes 10 de septiembre de 2021.


� Corte Constitucional, Auto 156A del 25.7.13, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, “En consecuencia, un pronunciamiento del juez con alcance sobre la totalidad de la relación no puede producirse con la intervención única de alguno o algunos de los unidos por aquella, sino, necesariamente, con la de todos y, sólo así, queda correcta e íntegramente constituida, desde el punto de vista subjetivo, la relación jurídico procesal, pudiendo el juez, en tal momento, hacer el pronunciamiento de fondo solicitado”.


� Ver, por ejemplo, Corte Constitucional. Auto A-317 del 15.7.20, M.P. Alejandro Linares Cantillo; Auto 583/15 del 10.12.15, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; Auto 132/14 del 15.5.14, M.P. Alberto Rojas Ríos; Auto 307/13 del 11.12.13, M.P. Alberto Rojas Ríos. 


� Entre otras, pueden consultarse las siguientes providencias: 1) Consejo de Estado, Sección Quinta, auto del 20.5.20, Rad. 2020-00218-01, M.P. Rocío Araújo Oñate; 2) Consejo de Estado, Sección Quinta, auto del 14.11.19, Rad. 2019-04487-00, M.P. Rocío Araújo Oñate; 3) Consejo de Estado, Sección Quinta, auto del 4.10.19, Rad. 2019-00436-01, M.P. Rocío Araújo Oñate; 4) Consejo de Estado, Sección Quinta, auto del 9.9.19, Rad. 2019-00085-01; 5) Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, auto del 24.10.17, Rad. 2010-00530-01(53705), M.P. Marta Nubia Velásquez Rico. 
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